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ORLANDO MEJÍA HERRERA1 

 

El Sistema de la Integración Centroamericana (Sica):  

Aspectos Generales2 
 

 Consideramos necesario realizar un análisis sobre determinados aspectos generales de 
dicha organización relacionados tanto con su naturaleza y caracteres generales, de interés en 
el estudio de cualquier organización internacional (fin, objetivos y principios fundamentales 
enunciados en su tratado constitutivo) como con su peculiar organización funcional.  
 

 
I.  Naturaleza y Caracteres Generales del Sica 

 
El 13 de diciembre de 1991, en Tegucigalpa, los Presidentes Constitucionales de Costa 

Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, en el marco de la XI Reunión 
de Presidentes Centroamericanos, firman el Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la 
Organización de Estados Centroamericanos —vigente desde el 23 de julio de 19923— ya que 
se consideraba «[…] necesario actualizar el marco jurídico [e institucional] de la Organización 
de Estados Centroamericanos (ODECA), readecuándolo a la realidad y necesidades actuales, 
para alcanzar efectivamente la integración centroamericana»4. 

 
De ahí que, con el objetivo de realizar esa «readecuación» del sistema institucional y 

jurídico del proceso de integración centroamericana, decidan constituir una nueva entidad 
política en una etapa de reactivación de dicho proceso de integración de Estados surgiendo así 
el Sica como nuevo «[…] marco institucional de la Integración Regional de Centroamérica»5. 

 
Así pues, el Sica sustituye a la antigua Odeca6 como entidad política encargada de regular 

e impulsar el desarrollo del proceso de integración de Centroamérica. Es decir, con la 

 
1 Orlando Mejía Herrera, Doctor en Derecho, con énfasis en Derecho internacional y Derecho comunitario, 

por la Universidad de Alcalá, España. Profesor Jean Monnet. Profesor Titular y Principal de Derecho internacional y 
Derecho comunitario de la UNAN-León, Nicaragua.  

2 Resumen de octubre de 2020 tomado de la obra MEJÍA HERRERA, Orlando José, La Unión Europea como 
modelo de integración: análisis comparativo del Sistema de la Integración Centroamericana, Editorial Universitaria, 
UNAN-León, Nicaragua, 2008, Cap. III, 313-453, pp. 313-338. 

3 Conocido como Protocolo de Tegucigalpa.  
4 Vid. el preámbulo del Protocolo de Tegucigalpa.  
5 Art. 2 del Protocolo de Tegucigalpa.  
6 La ODECA fue constituida al firmarse por parte de Costa Rica, Nicaragua, Honduras, El Salvador y 

Guatemala la Carta de la Organización de Estados Centroamericanos, acuerdo firmado en San Salvador el 14 de 
octubre de 1951 y conocido como «Carta de San Salvador», la que fue sustituida por una nueva Carta de la ODECA 
firmada en la ciudad de Panamá el 12 de diciembre de 1962, conservando el nombre de «Carta de San Salvador», y 
que entró en vigor desde el 30 de marzo de 1965. La Carta de San Salvador de 1962, igual que la de 1951, quedó 
abierta a la República de Panamá para que, en cualquier tiempo, pudiera adherirse y formar parte de la ODECA.  
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constitución del Sica se modifica la estructura institucional, normativa y jurisdiccional del 
proceso de integración centroamericana regulada anteriormente como Odeca. 

 
En el Protocolo de Tegucigalpa7 se declara solemnemente que «Costa Rica, El Salvador, 

Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá son una comunidad económico-política que aspira 
a la integración de Centroamérica. Con tal propósito se constituye el SISTEMA DE LA 
INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA, integrado por los Estados Miembros originales de 
ODECA y por Panamá, que se incorpora como Estado miembro»8. 

 
Se puede observar que Panamá, que nunca formó parte de la Odeca, al integrarse como 

Estado miembro del Sica, acepta formalmente ser parte de esa histórica comunidad económico-
política de Estados centroamericanos que anhela su integración9. 

El Protocolo de Tegucigalpa quedó abierto a la adhesión de Belice10, país que previamente 
tuvo una participación restringida, con estatuto de observador, como antesala de su adhesión 
al Protocolo de Tegucigalpa el 1 de diciembre del año 2000, pasando a formar parte del Sica 
desde entonces con estatuto de Estado miembro de pleno derecho. 

 
Por otra parte, República Dominicana, que previamente tenía también una participación 

restringida, con estatuto de observador, en las reuniones y actividades de algunos órganos e 
instituciones del Sica, actualmente posee el estatuto de Estado Asociado al Sica en virtud del 
acuerdo de asociación firmado en Santo Domingo de Guzmán el 10 de diciembre de 2003 de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 31, párr. 1.o, del Protocolo de Tegucigalpa. De esta 
manera, con el estatuto de Estado Asociado, República Dominicana logra una mayor 

 
7 Art. 1.  
8 El énfasis es nuestro. El SICA entra en funcionamiento el 1 de febrero de 1993.  
9 Durante el período histórico colonial los territorios que hoy conforman los Estados centroamericanos de 

Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, constituían provincias de la llamada Capitanía General 
de Guatemala, como entidad política colonial española, hasta la proclamación de su independencia el 15 de septiembre 
de 1821. Después de su independencia de España, las entonces «Provincias de Centroamérica» deciden, el 5 de enero 
de 1822, su unión al denominado Imperio Mexicano de Agustín de Iturvide, unión efímera y polémica en el seno de 
las provincias hasta que declaran su independencia absoluta el 19 de julio de 1823 con el nombre de «Provincias 
Unidas del Centro de América», constituyéndose así en nación soberana las provincias que componían la antigua 
Capitanía General de Guatemala, o antiguo «reino de Guatemala», firmándose el 22 de noviembre de 1824 la 
Constitución de la República federal de Centro América (compuesta por cinco Estados: Costa Rica, Nicaragua, 
Honduras, El Salvador y Guatemala). Es decir, el territorio de la nueva República es el mismo que antes comprendía 
el antiguo reino de Guatemala, a excepción de la provincia de Chiapas. La federación de Estados se disuelve en 1838 
y, a partir de ese momento hasta la fecha, los cinco Estados federados se constituyen en Estados unitarios, soberanos 
e independientes. Desde la disolución de la federación de Estados centroamericanos (1838) se han realizado 
numerosos intentos o esfuerzos con el propósito de alcanzar la «unión completa y definitiva» de los Estados de 
Centroamérica bien de manera más o menos inmediata en el marco de una federación de Estados o bien de manera 
progresiva hacia ese ideal en el marco de una confederación de Estados o, en particular, de una organización 
internacional (como la antigua ODECA o el actual SICA) para impulsar un proceso de integración en los diferentes 
ámbitos de esa histórica comunidad de Estados centroamericanos. Panamá es parte cultural de dicha comunidad desde 
su independencia de Colombia el 3 de noviembre de 1903, y Belice, especialmente por razón geográfica, también es 
parte de la comunidad centroamericana desde el 21 de septiembre de 1981, fecha cuando logra su independencia del 
Reino Unido, aunque igualmente forma parte de la CARICOM por razones histórico-culturales. Por diversas causas 
histórico-políticas ha sido muy tardado el ingreso y bajo el nivel de participación tanto de Belice como particularmente 
de Panamá en los esfuerzos de integración formal de Centroamérica.  

10 Art. 36 in fine del Protocolo de Tegucigalpa.  
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participación en las actividades de la  organización11 mientras se concretiza su integración total 
al Sica como Estado miembro de pleno derecho «cuando las condiciones así lo permitan»12. 

 
También en el SICA varios Estados tienen el estatuto de observadores regionales (países 

americanos) o de observadores extrarregionales (países del resto del mundo). Además, la 
Unión Europea es la primera organización internacional, de integración regional, que tiene 
dicho estatuto de observador extrarregional teniendo muy en cuenta los fuertes lazos de 
cooperación existente entre ambas regiones13. 

 
Como ejemplo relevante, es importante señalar la admisión de México al Sica en la 

categoría de «Observador Regional» al tener en cuenta «los estrechos vínculos de cooperación 
en las áreas política, económica, social, educativa, cultural y ambiental que unen a 
Centroamérica con los Estados Unidos Mexicanos, que han permitido consolidar una relación 
privilegiada, a partir de un reconocimiento común de los grandes propósitos y principios 
generales del SICA», y, en particular, como resultado del interés estratégico tanto de México 
como de los Estados miembros del Sica por desarrollar el plan de modernización de la región 
mesoamericana (Plan Puebla-Panamá). 

 
Por tanto, el acuerdo de admisión le permite a México tener una participación limitada, 

como Observador Regional ante el Sica, «en la Reunión Ordinaria de Presidentes y el Consejo 
de Ministros en los diferentes ramos o sectores, así como en las demás instituciones que 
acuerden las Partes». 

 
11 El art. III del citado acuerdo de asociación entre el SICA y la República Dominicana establece: «República 

Dominicana tendrá el derecho de participar e intervenir en las discusiones, en calidad de Estado Asociado al SICA en 
la Reunión de Presidentes, Consejo de Ministros y foros de Diálogo y Cooperación en aquellos asuntos que le interesen 
o afecten directamente. 

»Este derecho de participación se extiende a las Reuniones Ministeriales, Técnicas, y las [de] carácter 
preparatorio de las citadas reuniones. 

»La participación de República Dominicana se realizará al nivel jerárquico que corresponda al Órgano del 
SICA o al foro»: vid. el texto íntegro del acuerdo en el sitio web oficial del SICA: http://www.sica.int. Como parte de 
este proceso de vinculación gradual al SICA, se ha permitido la adhesión de la República Dominicana al Tratado 
Constitutivo del Parlamento Centroamericano y Otras Instancias Políticas y sus Protocolos por medio del cuarto 
protocolo a dicho tratado constitutivo, firmado en la ciudad de Guatemala el 26 de febrero de 2004.   

12 Vid. el preámbulo del acuerdo de asociación entre el SICA y la República Dominicana. En la Declaración 
de Santo Domingo, del 6 de noviembre de 1997, los presidentes de los Estados miembros del SICA juntamente con el 
Presidente de la República Dominicana y el representante del Primer Ministro de Belice manifiestan la voluntad 
política de permitir en el marco de acciones concretas la incorporación gradual de República Dominicana al proceso 
de integración centroamericana: cf. http://www.sica.int. Los Estados miembros del subsistema económico del SICA y 
la República Dominicana firmaron el llamado Tratado de Libre Comercio Centroamérica – República Dominicana en 
la Ciudad de Santo Domingo el 16 de abril de 1998, lo que aunado especialmente al Acuerdo de Asociación al SICA y 
su adhesión al PARLACEN, prácticamente permitirían asimilar en cierta medida la República Dominicana, como Estado 
Asociado, a la situación actual de los Estados miembros de pleno derecho del SICA. Además, dicho país ha mostrado 
interés por incorporarse en la Corte Centroamericana de Justicia, órgano judicial, principal y permanente del SICA. No 
obstante, la Corte, respondiendo a una consulta del Parlamento Centroamericano, ha señalado acertadamente que esta 
incorporación, «en calidad de Miembro Pleno», sólo es posible si la República Dominicana se adhiere al Protocolo de 
Tegucigalpa y al Convenio de Estatuto de la Corte. Mientras se concreta la adhesión, la «República Dominicana puede 
designar Observadores en esta Corte»: CCJ, 10 de noviembre de 2006, PARLACEN, en portal.ccj.org.ni en la sección 
Jurisprudencia - Resoluciones 2006.     

13 Véase. http://www.sica.int 
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Así, México, «en su carácter de Observador Regional, participará en el Consejo de 

Ministros de Relaciones Exteriores para aspectos de cooperación política, en el Consejo de 
Ministros de Integración Económica, de Integración Social, u otros donde existan posibilidades 
reales de compartir, potenciar y desarrollar una agenda de cooperación y de 
complementariedad económica y social, con resultados concretos y tangibles que refuercen el 
diálogo y la cooperación entre ambas Partes». 

 
Además: «Los Estados Unidos Mexicanos tendrán derecho a voz en las reuniones, pero no 

tendrán derecho a voto ni derecho a participar en la toma de decisiones que no le afecten. Su 
participación no influirá en el consenso. El derecho a voz está limitado a los asuntos que le 
interesen o afecten directamente o bien aquellos en que así lo decida la Parte centroamericana. 
Corresponde a la Presidencia de la Reunión de Presidentes y del Consejo de Ministros, otorgar 
el derecho a voz al representante de los Estados Unidos Mexicanos», y su participación en 
dichos órganos «se realizará al nivel que corresponda»14.    

 
También como ejemplo relevante, es necesario referirnos a la admisión de la República de 

China (Taiwán) al Sica con el estatuto de Estado «Observador Extrarregional» como resultado 
de las estrechas relaciones de cooperación en el área política, económica y social que desde 
hace ya varios años se vienen desarrollando entre los Estados miembros del Sica y la República 
de China, así como del interés de ésta por apoyar activamente el desarrollo del proceso de 
integración centroamericana. 

 
El estatuto de Observador Extrarregional ante el Sica le permite a la República de China, 

desde la entrada en vigor del acuerdo15, tener una participación limitada en la Reunión 
Ordinaria de Presidentes y en el Consejo de Ministros en sus «diferentes ramos o sectores», es 
decir, en sus diversas formaciones, en el sentido que puede participar en las reuniones y 
actividades de trabajo de dichos órganos con derecho a voz, con determinadas limitaciones, 
pero sin derecho a voto al momento de adoptar decisiones. «El derecho a voz está limitado a 
los asuntos que le interesen o afecten directamente o bien aquellos en que así lo decida la parte 
centroamericana». En cualquier caso, el interés recíproco de fortalecer las relaciones de 
amistad y cooperación entre la República de China y Centroamérica en los ámbitos político, 
económico, social o ambiental será un «criterio fundamental» para delimitar el derecho de 
participación de la República de China en esos órganos del Sica16. 

 
14 Vid. el texto íntegro del Acuerdo sobre la admisión de los Estados Unidos Mexicanos al SICA en la categoría 

de Observador Regional, firmado en la Ciudad de México el 11 de noviembre de 2004, en el sitio web oficial de la 
Secretaría de Relaciones Exteriores de México: http://www.sre.gob.mx en la sección Política Exterior – Organismos 
y Mecanismos Regionales Americanos – SICA.   

15 El Acuerdo sobre la admisión de la República de China al SICA bajo la categoría de Observador 
Extrarregional entró en vigor a partir del propio día de su firma —el 24 de abril de 2002— de conformidad a lo 
establecido en dicho acuerdo.  

16 Vid. el texto íntegro (y sus anexos) del citado acuerdo sobre la admisión de la República de China al SICA 
con estatuto de Observador Extrarregional en: http://www.sgsica.org en la sección Centro de Documentación – 
Tratados y Protocolos.  
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Según la práctica establecida por la organización, como en el caso de la República de China 

(Taiwán), se aprobó el ingreso del Reino de España también en calidad de «Observador 
Extrarregional» por la Reunión de Presidentes del Sica celebrada en San José, Costa Rica, el 
20 de noviembre de 2004, en ocasión de la XIV Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y 
de Gobierno. Obviamente, Centroamérica tiene fuertes lazos históricos, culturales y de 
cooperación con España 

 
También los Estados Unidos de América tiene dicho estatuto, pues es el principal socio 

comercial de Centroamérica.  
 
Valga la ocasión para señalar que el uno de diciembre de dos mil cinco, en la víspera de la 

XXVII reunión ordinaria de los Jefes de Estado y de Gobierno de los Estados miembros del 
Sica, el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores aprobó el llamado Reglamento para la 
admisión y participación de Estados Asociados ante el Sica17 y el Reglamento para la admisión 
y participación de Observadores ante el Sica18. 

 
Ahora bien, el Sica es una nueva organización internacional a la que los Estados miembros 

le han atribuido expresamente personalidad jurídica para el ejercicio efectivo de sus 
competencias19. En este sentido, el propio tratado constitutivo del Sica establece 

 
17 Vid. dicho Reglamento en: http://www.sica.int. En el artículo 1 de este Reglamento se establece que Estado 

Asociado es «aquel Estado no centroamericano al cual se haya facultado para participar con voz y voto dentro de las 
reuniones de los Jefes de Estado y de Gobierno, Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores y las de aquellos 
Órganos e Instituciones del SICA de los cuales se haya convenido formar parte, de común acuerdo». Además, en el 
artículo 3 se señalan los requisitos para optar a la categoría de Estado Asociado: vinculación a los propósitos y 
principios generales del SICA, ser parte geográfica de América Latina o el Caribe y haber participado previamente 
como Estado Observador. Por tanto, teniendo en cuenta el acuerdo de asociación celebrado entre la República 
Dominicana y el SICA como un paso más en su «incorporación gradual» al proceso de integración centroamericana, si 
este Estado decide finalmente adherirse al SICA como miembro de pleno derecho, deberá entenderse lógicamente que 
formaría parte de Centroamérica en términos políticos, económicos, jurídicos y culturales a pesar de no ser parte 
geográfica de la subregión.     

18 Vid. dicho Reglamento en: http://www.sica.int. Reafirmando la práctica del SICA, en este Reglamento se 
establecen dos tipos de Estados Observadores: «Observador Regional» y «Observador Extra Regional». En el artículo 
1 se denomina Observador Regional «a aquel Estado no centroamericano, cuya ubicación geográfica esté dentro del 
continente americano; al cual se faculte a participar mediante invitación escrita, dentro de las reuniones de los Jefes 
de Estado y de Gobierno, Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores y aquéllas específicas en las que se considere 
de común acuerdo, en el marco del Sistema de la Integración Centroamericana». En el artículo 2 se califica como 
Observador Extra Regional «a aquel Estado no centroamericano, cuya ubicación geográfica esté fuera del continente 
americano, al cual se faculte mediante invitación escrita, a participar dentro de las reuniones de los Jefes de Estado y 
de Gobierno, Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores y aquéllas específicas en las que se considere de común 
acuerdo, que se celebren en el marco del Sistema de la Integración Centroamericana». En el artículo 3 se señala que 
tanto los Estados Observadores Regionales como los Extra Regionales participarán en tales reuniones con voz, pero 
sin voto, y en los casos que no se someta el asunto a votación «su participación no influirá en el consenso», estando 
además limitado el derecho a voz «a los asuntos que le interesen o afecten directamente o bien aquellos que decida la 
parte Centroamericana». Finalmente, el artículo 4 establece los requisitos que debe cumplir cualquier Estado que 
solicite ser Observador Regional o Extra Regional: reconocer los propósitos y principios generales del SICA y definir 
los ámbitos de su participación de manera conjunta.  

19 Vid. art. 29 del Protocolo de Tegucigalpa.  
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explícitamente la capacidad jurídica (de disfrute y de obrar) de dicha organización tanto en el 
ámbito interno como internacional. 

 
En primer lugar, el tratado constitutivo dispone que «[e]l SISTEMA DE LA 

INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA gozará internacionalmente y en cada uno de los 
Estados Miembros de capacidad jurídica para el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento 
de sus propósitos. Podrá, en particular, adquirir o enajenar bienes muebles e inmuebles, 
celebrar contratos y acuerdos, comparecer en juicio, conservar fondos en cualquier moneda y 
hacer transferencias»20. 

 
En segundo lugar, el tratado constitutivo establece que «[e]l SISTEMA DE LA 

INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA, podrá, en el marco de sus competencias, celebrar 
con terceros Estados u organismos, tratados o acuerdos de conformidad a los propósitos y 
principios del presente Instrumento. Podrá también concluir acuerdos de asociación con 
terceros Estados, en donde se estipulen derechos y obligaciones recíprocas y, en su caso, se 
tenga en cuenta el carácter equitativo y complementario del trato que debe lograrse para el 
SISTEMA DE LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA en sus relaciones con 
organismos o Estados de mayor desarrollo»21. 

 
Se puede observar que el Protocolo de Tegucigalpa, por un lado, reconoce expresamente 

la personalidad jurídica del Sica tanto en los ordenamientos jurídicos internos de cada uno de 
sus Estados miembros como en la esfera internacional al disponer, de manera general, que 
dicha organización gozará, internacionalmente y en el territorio de cada uno de sus Estados 
miembros, de la capacidad jurídica necesaria para el ejercicio de sus funciones y el 
cumplimiento de sus propósitos22, y, por otro lado, describe de manera más minuciosa o precisa 
los distintos actos jurídicos de mayor relevancia que podrá realizar en el plano interno de sus 
Estados miembros y en el plano internacional como consecuencia de su plena capacidad 
jurídica. 

 
Asimismo, el Protocolo de Tegucigalpa al atribuirle personalidad jurídica al Sica dispone 

que éste tendrá «[…] su sede en San Salvador, República de El Salvador, Estado con el cual 
concluirá un Acuerdo de Sede para la organización central del Sistema»23. En cualquier caso, 

 
20 Art. 30 del Protocolo de Tegucigalpa.  
21 Art. 31, párr. 1.o, del Protocolo de Tegucigalpa.  
22 Jurídicamente, de la atribución de personalidad a un ser o ente determinado se deriva directamente la 

capacidad jurídica, es decir, la aptitud jurídica para ser titular de derechos y obligaciones (capacidad jurídica de 
disfrute) y para ejercer derechos y contraer obligaciones por sí (capacidad jurídica de obrar). Cuando se reúnen ambas 
capacidades en una persona se dice que posee capacidad jurídica plena.   

23 Art. 29 del Protocolo de Tegucigalpa. En el Acuerdo de Sede de la Secretaría General del SICA con el 
gobierno de la República de El Salvador, de 27 de octubre de 1993, se reafirma la capacidad jurídica del SICA tanto 
en el ámbito internacional como, en particular, en el plano interno de sus Estados miembros (art. 3 del acuerdo), pero 
especialmente se detalla el contenido de su personalidad jurídica en el Derecho interno salvadoreño como Estado sede 
de la organización, concediéndosele por parte de dicho Estado una serie de «privilegios, inmunidades y exenciones» 
a la Secretaría General del SICA para el ejercicio de sus actividades y el buen funcionamiento de la propia organización 
(art. 4 del acuerdo), así como a los funcionarios y empleados administrativos de la Secretaría (arts. 5 y 8 del acuerdo): 
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tal como su propio tratado constitutivo lo establece, el ejercicio de la personalidad jurídica del 
Sica en el territorio de cada uno de sus Estados miembros y en las relaciones jurídicas 
internacionales estará delimitado por los propósitos u objetivos y competencias que le han sido 
asignadas. 

 
En síntesis, el Sica es una organización internacional que constituye el nuevo marco 

institucional y jurídico del proceso de integración centroamericana, siendo actualmente 
Estados miembros de pleno derecho de dicha organización: Belice, Costa Rica, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá. La República Dominicana posee el estatuto de 
Estado Asociado, y otros Estados tienen estatuto como Observador Regional o Extrarregional, 
según sea el caso. 

 
 

1.   El Objetivo Fundamental y Propósitos del Sica 
  

 Al analizar el objetivo fundamental y los propósitos que persigue el Sica, observamos una 
serie de defectos, y no pocos excesos, en términos de delimitación precisa de los fines y 
objetivos integracionistas adecuados a las posibilidades reales que ofrece el sistema. 
 
 El Protocolo de Tegucigalpa24 establece que el Sica «tiene por objetivo [o fin] fundamental 
la realización de la integración de Centroamérica, para constituirla como Región de Paz, 
Libertad, Democracia y Desarrollo». 
 
 A nuestro juicio, el fin fundamental que debe perseguir el Sica es que la comunidad de 
Estados centroamericanos se constituya, por medio de su integración global, en una región de 
paz y de desarrollo o progreso económico y social armónico, equilibrado y sostenible. Es decir 
que dicho fin tendría un doble contenido: político y económico. Ahora bien, en la medida en 
que se logra una mayor interpenetración económica y social entre los pueblos 
centroamericanos, a través del proceso de integración, será más profunda la interdependencia 
entre los Estados miembros del Sica, y en esa misma medida podrían existir menos 
probabilidades de conflictos o actividades hostiles entre los Estados de la región que puedan 
desembocar, en casos extremos, en situaciones de guerra propias de etapas históricas 
supuestamente ya superadas. 
 
 La libertad y la democracia no deben considerarse estrictamente como parte del fin 
fundamental del Sica, sino como valores o principios fundamentales de carácter jurídico-
político de la estructura o sistema de integración que juntamente con el principio de respeto y 
protección de los derechos humanos constituyen principios comunes a los Estados miembros 
del Sica (todos englobados por el principio más amplio del Estado de Derecho) y a la luz de 
los cuales debe establecerse la organización y el funcionamiento del sistema para alcanzar sus 

 
vid. el texto íntegro del Acuerdo de Sede de la Secretaría General del SICA con el gobierno de la República de El 
Salvador en http://www.sica.int. 

24 Art. 3, párr. 1.o  
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objetivos y su fin fundamental. O sea que el funcionamiento normal del sistema debe 
fundamentarse en esos principios o valores comunes a los Estados miembros del Sica para 
alcanzar sus objetivos y sus fines. 
 
 El Protocolo de Tegucigalpa25, en función del cumplimiento o realización del fin 
fundamental que persigue el Sica, le asigna a éste una serie de «propósitos» u objetivos 
fundamentales propiamente dichos: 
 

«a) Consolidar la democracia y fortalecer sus instituciones sobre la base de la existencia de 
Gobiernos electos por sufragio universal, libre y secreto, y del irrestricto respeto a los Derechos 
Humanos; b) Concretar un nuevo modelo de seguridad regional sustentado en un balance 
razonable de fuerzas, el fortalecimiento del poder civil, la superación de la pobreza extrema, la 
promoción del desarrollo sostenido, la protección del medio ambiente, la erradicación de la 
violencia, la corrupción, el terrorismo, el narcotráfico y el tráfico de armas; c) Impulsar un 
régimen amplio de libertad que asegure el desarrollo pleno y armonioso del individuo y de la 
sociedad en su conjunto; d) Lograr un sistema regional de bienestar y justicia económica y 
social para los pueblos centroamericanos; e) Alcanzar una unión económica y fortalecer el 
sistema financiero centroamericano; f) Fortalecer la región como bloque económico para 
insertarlo exitosamente en la economía internacional; g) Reafirmar y consolidar la 
autodeterminación de Centroamérica en sus relaciones externas, mediante una estrategia única 
que fortalezca y amplíe la participación de la región, en su conjunto, en el ámbito internacional; 
h) Promover, en forma armónica y equilibrada, el desarrollo sostenido económico, social, 
cultural y político de los Estados miembros y de la región en su conjunto; i) Establecer acciones 
concertadas dirigidas a la preservación del medio ambiente por medio del respeto y armonía 
con la naturaleza, asegurando el equilibrado desarrollo y explotación racional de los recursos 
naturales del área, con miras al establecimiento de un Nuevo Orden Ecológico en la región; j) 
Conformar el SISTEMA DE LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA sustentado en un 
ordenamiento institucional y jurídico, y fundamentado asimismo en el respeto mutuo entre los 
Estados miembros». 

  
Ahora bien, si el fin fundamental del Sica debe ser constituir Centroamérica como región 

de paz y desarrollo, en ese sentido los objetivos fundamentales de dicha organización deberían 
ser estrictamente los siguientes: 
 
a) Alcanzar de manera armónica, equilibrada y sostenible el desarrollo o progreso económico 
y social de los Estados miembros mediante su integración económica26 y social. En la medida 
en que se fortalezca el proceso de integración en esos ámbitos es probable que se pueda 
producir un «desbordamiento» de la integración a otros ámbitos de carácter netamente político, 

 
25 Art. 3, párr. 2.o  
26 Recordemos que el proceso de integración económica implica el cumplimiento gradual y progresivo de 

diferentes fases (zona de libre comercio, unión aduanera, mercado común, unión económica e integración económica 
total) donde deben entrar en acción una serie de principios estructurales de carácter material tales como los principios 
de igualdad de trato o de no-discriminación por razón de la nacionalidad, de libre circulación, de armonización de las 
legislaciones internas o de reconocimiento mutuo. En particular, los principios específicos de libre circulación 
(personas, servicios, mercancías y capitales) procuran la «interpenetración económica y social» en el conjunto de la 
comunidad de Estados. 
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por ejemplo, la creación de un estatuto de ciudadanía centroamericana como complemento de 
la nacionalidad. 
 
 De ahí que los propósitos asignados al Sica por el Protocolo de Tegucigalpa en los incisos 
d), e), h), i) del artículo 3 son una redundancia, pues éstos estarían ya implicados en aquel 
objetivo fundamental más general de integración económica, social y política para impulsar el 
desarrollo integral de la comunidad. 
 
b) Fortalecer la comunidad centroamericana como bloque de Estados en sus relaciones 
internacionales de carácter económico y político. Está claro que si en el área económica del 
Sica se logra constituir y perfeccionar una unión aduanera con un arancel externo común sería 
indispensable la adopción de una política comercial común (unificada) sobre aspectos 
arancelarios y no arancelarios o técnicos en las relaciones comerciales con terceros Estados o 
bloques de Estados. Además, en el área política es ineludible una coordinación estrecha de la 
política exterior de los Estados miembros del Sica para reafirmar y consolidar la 
autodeterminación y la identidad de Centroamérica, en su conjunto, en el ámbito 
internacional27.  
 
c) Establecer una política de cooperación entre los Estados miembros para concretar un modelo 
regional de seguridad y defensa sustentado en un balance razonable de fuerzas militares y de 
seguridad pública. En el marco de este modelo se realizarían especialmente acciones de 
cooperación policial y judicial en materia penal para prevenir y luchar contra el terrorismo, el 
tráfico ilegal de armas y de drogas, la corrupción y demás actividades de la delincuencia. Esta 
cooperación se reforzaría con la armonización de los sistemas centroamericanos de justicia 
penal. Asimismo, se adoptarían medidas para la limitación y control de armamentos y para el 
fomento de la confianza en materia de seguridad y defensa entre los Estados miembros del 
Sica28.  
 
 Así pues, el Sica tendría asignados objetivos precisos de integración y de cooperación para 
ser cumplidos mediante el ejercicio de sus competencias en el marco de su estructura 
institucional y jurídica como nueva entidad que surge en la actual etapa de reactivación del 
proceso de integración. 
  

Insistimos en que la democracia y la protección de los derechos humanos no deben ser 
considerados estrictamente como objetivos fundamentales del Sica29, sino como principios 

 
27 El Protocolo de Tegucigalpa [art. 15, párr. 2.o, inc. b)] habla de «armonizar las políticas exteriores» de los 

Estados miembros del SICA, objetivo bastante ambicioso en este ámbito ya que, técnicamente, la armonización debe 
implicar la obligación de todos los Estados miembros de conseguir el mismo resultado en materia de política exterior 
(obligación de resultado establecida por la propia norma de armonización) aunque cada Estado conserva su autonomía 
con relación a las formas y a los medios a utilizar de conformidad a su Derecho interno para alcanzar ese resultado 
establecido por el Derecho de integración.  

28 Para el cumplimiento de este objetivo fundamental del SICA se ha celebrado el Tratado Marco de Seguridad 
Democrática en Centroamérica, firmado en San Pedro Sula (Honduras) el 15 de diciembre de 1995, por el cual se crea 
el llamado «Modelo Centroamericano de Seguridad Democrática».  

29 Tal como lo establece el art. 3, párr. 2.o, inc. a) del Protocolo de Tegucigalpa.  
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fundamentales comunes a los Estados miembros y sobre los cuales debe sustentarse el Sica en 
su funcionamiento para perseguir sus objetivos y fines30. 
  

Además, es innecesario, según un razonamiento lógico-jurídico, establecer como objetivo 
del Sica que éste se fundamentará en un ordenamiento institucional y jurídico31 ya que no se 
concibe la constitución de una organización internacional sin una mínima estructura 
institucional y sin la existencia de un ordenamiento jurídico básico. En todo caso, lo que cabe 
actualmente es el desarrollo y el perfeccionamiento del marco institucional y jurídico del Sica 
para facilitarle el cumplimiento de sus objetivos y fines fundamentales y para que pueda 
promover eficazmente los principios o valores fundamentales en que se sustenta. 

 
 

2.   Los Principios Fundamentales del Sica 
 
 En el Protocolo de Tegucigalpa32 están formulados los principios fundamentales que, en 
su conjunto, conforman el marco general de actuación tanto de los órganos e instituciones del 
Sica, para que éste persiga sus objetivos, como de sus Estados miembros, sobre los que se 
puede predicar lo ya dicho en el epígrafe anterior: 
 

«Para la realización de los propósitos citados el SISTEMA DE LA INTEGRACIÓN 
CENTROAMERICANA y sus Miembros procederán de acuerdo a los principios 
fundamentales siguientes: a) La tutela, respeto y promoción de los Derechos Humanos 
constituyen la base fundamental del SISTEMA DE LA INTEGRACIÓN 
CENTROAMERICANA; b) Paz, Democracia, Desarrollo y Libertad, son un todo 
armónico e indivisible que orientará las actuaciones de los países miembros del SISTEMA 
DE LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA33; c) La identidad centroamericana 
como manifestación activa de los intereses regionales y de la voluntad de participar en la 
consolidación de la integración de la Región; d) La solidaridad centroamericana como 

 
30 En ese sentido, la Corte Centroamericana de Justicia, como órgano judicial principal del SICA, señala que 

la protección de los derechos humanos constituye «[…] uno de los pilares en que se fundamenta el Sistema de la 
Integración Centroamericana (SICA)»: CCJ, 24 de octubre de 2000, Viguer Rodrigo (GO n.º 11, de 16.04.2001, p. 4). 
Igualmente, el propio Protocolo de Tegucigalpa [art. 4, inc. a) y b)] termina estableciendo que el SICA perseguirá sus 
objetivos fundamentales sobre la base de unos principios o valores, entre los que están la democracia, la libertad y el 
respeto y protección de los derechos humanos, que deben orientar el funcionamiento de la organización y de sus 
Estados miembros. Es decir, que el SICA debe fundamentarse en esos principios o valores comunes a los Estados 
miembros para perseguir sus objetivos en el marco de su estructura institucional y jurídica, y, en consecuencia, dichos 
principios no deben ser considerados como objetivos a alcanzar, ya que no se persigue lo que se tiene, sino que, en 
todo caso, se deben promover como valores para su consolidación en la vida interna del sistema. Es preciso recordar 
que los sistemas políticos democráticos en el ámbito estatal se basan principalmente en los principios de división de 
poderes, Estado de Derecho (con sus respectivas transformaciones históricas) y protección de los derechos humanos.    

31 Art. 3, párr. 2.º, inc. j) del Protocolo de Tegucigalpa.  
32 Art. 4.  
33 El énfasis es nuestro. Obsérvese que «Paz, Democracia, Desarrollo y Libertad» aparecen formulados en el 

Protocolo de Tegucigalpa como fin y como principios fundamentales armónicos e indivisibles del SICA. Obviamente, 
de conformidad a la posición que mantenemos, no puede perseguirse y, en su caso, promoverse la paz y el desarrollo 
en Centroamérica como finalidad del SICA si esta organización y sus Estados miembros no promueven y consolidan 
la democracia y la libertad como principios o valores fundamentales sobre los cuales debe apoyarse el sistema para 
alcanzar su finalidad.  



12 
 

expresión de su profunda interdependencia, origen y destino común; e) La gradualidad, 
especificidad y progresividad del proceso de integración económica, sustentado en el 
desarrollo regional armónico y equilibrado; y el tratamiento especial a países miembros de 
menor desarrollo relativo; la equidad y reciprocidad; y la Cláusula Centroamericana de 
Excepción34; f) La globalidad del proceso de integración y la participación democrática, en 
el mismo, de todos los sectores sociales; g) La seguridad jurídica de las relaciones entre los 
Estados Miembros y la solución pacífica de sus controversias; h) La buena fe de los Estados 
Miembros en el cumplimiento de sus obligaciones, absteniéndose de establecer, convenir 
o adoptar medida alguna que sea contraria a las disposiciones de este instrumento o que 
obstaculice el cumplimiento de los principios fundamentales del SISTEMA DE LA 
INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA o la consecución de sus objetivos; i) El respeto 
a los principios y normas de las Cartas de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
y de la Organización de Estados Americanos (OEA), y las Declaraciones emitidas en las 
Reuniones Presidenciales centroamericanas desde mayo de 198635». 
 

 
II.  Organización Funcional del Sistema: Los Llamados Subsistemas de 

								la	Integración	
 

 En el proceso de integración centroamericana no existe un «Tratado Único» de constitución 
del Sica donde se establezca especialmente, además de la naturaleza, finalidad, objetivos y 
principios fundamentales de la organización, también una delimitación, más o menos, precisa 
de las competencias del Sica en los diferentes ámbitos o áreas (político, económico, social y 
ambiental) del proceso de integración global de la comunidad de Estados, así como una 
estructura institucional única y un sistema de actos normativos o jurídicos de alcance general 
para todo el Sica que permita a éste ejercer de manera coherente, eficaz y persistente las 
competencias que le hayan sido atribuidas con miras a la consecución de sus objetivos y de su 
finalidad. 
 
 Lo que sí existe actualmente en el Sica es un conglomerado institucional y jurídico 
complejo, confuso y disperso o diseminado en los diferentes ámbitos o áreas del proceso de 
integración global de Centroamérica, y, en consecuencia, lo que se describe en la organización 
y funcionamiento general del Sica es una excesiva intercalación de órganos e instituciones que 
genera entre ellos, en muchos casos, duplicidad de funciones y esfuerzos que afectan 
gravemente la coherencia y la eficacia del sistema de integración en el logro de sus objetivos, 
aumenta innecesariamente el presupuesto de gastos de la organización y dificulta la 
coordinación general en la adopción y ejecución de las políticas y acciones de carácter 

 
34 Con esta cláusula se pretende que los países miembros del SICA obtengan siempre un mejor trato, sobre la 

base del tratamiento de nación más favorecida, cuando un Estado miembro celebre tratados comerciales con terceros 
países. Esta cláusula, juntamente con la de la «preferencia centroamericana», está establecida en el art. 13 del 
Protocolo de Guatemala que regula el subsistema de integración económica del SICA.  

35 Fecha a partir de la cual se dan los primeros pasos de carácter político para reactivar el proceso de 
integración centroamericana después de más de una década de estancamiento.  
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económico, social, político o ambiental llevadas acabo en el marco institucional y normativo 
de la organización36. 

 
Así pues, el Sica, desde un punto de vista institucional y jurídico, está dividido en unos 

sistemas acotados o limitados en el marco del sistema general y que corresponden a cada uno 
de los cuatro grandes campos o áreas establecidos por la práctica de la organización para lograr 
la integración global de la comunidad de Estados centroamericanos: subsistema de integración 
política, subsistema de integración económica, subsistema de integración social y subsistema 
de integración ambiental37. 

 
Ahora bien, es preciso señalar que esos subsistemas, en cuanto tales, no tienen personalidad 

jurídica propia como sí la tiene el Sica como sistema global o propiamente político. Pero el 
mayor grado de complejidad radica en que cada uno de los subsistemas posee su propio 
entramado institucional y normativo (distinto al establecido en el Protocolo de Tegucigalpa) 
para perseguir una serie de objetivos específicos por medio de la realización de políticas y 
acciones sin estar sujetos a un cronograma de trabajo, pero que, en muchos casos, son 
repetitivas o reiterativas en las normas constitutivas de esos subsistemas por lo cual es ilógico 
su existencia. 
 

 
36 De esta situación se hace eco la Reunión de Presidentes constitucionales de los Estados miembros del SICA 

que en su XIX Reunión Ordinaria celebrada en ciudad de Panamá, el 12 de julio de 1997, manifestaron (a través de la 
Declaración de Panamá II) su «voluntad política» de realizar las pertinentes reformas en la estructura institucional y 
normativa del proceso de integración, estableciendo en este sentido una serie de orientaciones y lineamientos básicos 
para la reforma del sistema plasmados en el documento «Lineamientos para el Fortalecimiento y Racionalización de 
la Institucionalidad Regional» (o lineamientos de Panamá), que forma parte integrante de la citada Declaración de 
Panamá II: vid. el texto íntegro de la declaración y del documento en http://www.sica.int. Sin embargo, no se han 
cumplido los llamados lineamientos de Panamá y aparece ya otro documento para intentar reformar la estructura 
institucional del SICA: Elementos para un Replanteamiento Integral de la Institucionalidad Centroamericana, 
elaborado por la Comisión Ad – Hoc creada por mandato de la Reunión Extraordinaria de Jefes de Estado y de 
Gobierno de los países miembros del SICA en ciudad de Guatemala el 26 de febrero de 2004 para llevar acabo las 
reformas institucionales. Esta Comisión preparó los proyectos de protocolo de reformas al tratado constitutivo del 
PARLACEN y al convenio de estatuto de la Corte Centroamericana de Justicia que fueron aprobados y firmados en el 
marco de la XXV Reunión Ordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de los países miembros del SICA en la ciudad 
de San Salvador el 15 de diciembre de 2004 (todavía pendientes de ratificación para su entrada en vigor) y que 
prácticamente recogen los lineamientos de Panamá. No obstante, este nuevo ambiente de «Replanteamiento Integral 
de la Institucionalidad Centroamericana» parece olvidar definitivamente el Proyecto de Tratado Único del SICA que 
permita realizar una serie de reformas en el ámbito institucional y normativo del sistema con arreglo a los lineamientos 
de Panamá. Esto es producto de la falta de voluntad y de seriedad para darle continuidad a las decisiones políticas 
hasta cumplirlas plenamente. Por ejemplo, los citados protocolos de reforma al tratado constitutivo del PARLACEN y 
al convenio de estatuto de la Corte aún no han entrado en vigor por falta de las ratificaciones de los Estados Parte y 
aun así ya se piensa en otros proyectos de reformas de estos tratados ahora «con la participación» de los órganos en 
cuestión y «procurando el consenso regional»: vid. el Informe del Secretario General del SICA a la XXIX Reunión 
Ordinaria de los Jefes de Estado y de Gobierno de los Estados miembros del SICA sobre los avances de la Comisión 
Ad Hoc para el replanteamiento integral de la institucionalidad regional, período 2005-2006, en http://www.sica.int.. 

37 En la llamada Agenda de Guácimo, documento que forma parte de la Declaración de la XV Reunión 
Ordinaria de Presidentes de los Estados miembros del SICA celebrada en Guácimo, Limón, Costa Rica, el 20 de agosto 
de 1994, ya se habla de 4 grandes campos (o subsistemas): político, económico, social y ambiental. Vid. el texto de la 
Agenda de Guácimo en http://www.sica.int. Aunque el subsistema ambiental se ha estado estructurando a través de la 
práctica posterior de la organización.  
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 Además, si cada subsistema tiene su propia estructura institucional ello implica la 
existencia para cada uno de una panoplia de órganos e instituciones que muchas veces origina 
duplicidad de funciones y descoordinaciones entre los subsistemas. Asimismo, mientras 
algunos órganos e instituciones ejercen funciones solamente en un subsistema, otros lo hacen 
en más de uno. Gran parte de esos órganos e instituciones «subsistémicos» tienen personalidad 
jurídica propia tanto en el ámbito interno del Sica como en el ámbito internacional. 
 
 En consecuencia, la división del Sica en esos tales subsistemas no garantiza, a nuestro 
juicio, un funcionamiento ágil y eficaz de la organización. Todo lo contrario, generan 
confusión e ineficacia que no facilitan a ésta el cumplimiento de su misión. Además, aumentan 
de manera considerable los costos operativos y, por tanto, el presupuesto del Sica. 
 
 Asimismo, al analizar los subsistemas del Sica observamos graves asimetrías o 
desigualdades en el nivel de participación de los Estados miembros del Sica en las estructuras 
de dichos subsistemas38. En este sentido, se puede apreciar que, en el subsistema de integración 

 
38 Esta participación desigual de los Estados miembros en diversos tratados, órganos e instituciones del SICA, 

así como la falta de uniformidad con relación a los compromisos adquiridos para alcanzar determinados objetivos 
fundamentales de integración en el seno de la organización, es lo que REMIRO BROTÓNS denomina «geometría 
variable». El autor señala que «[e]l pensamiento integracionista es consciente de que la progresión del proceso requiere 
un largo esfuerzo de persuasión y, por ello, una suerte de geometría variable, si se quiere evitar la esclerosis del 
Sistema. El proceso no puede hacerse contra la voluntad de países llamados a ser Miembros, pero tampoco pueda 
quedar a expensas de la voluntad de cada uno de ellos». Además, el autor declara: «De hecho, la historia de la 
integración centroamericana ha sido siempre una historia de geometría variable, pues sus diferentes instrumentos 
primarios han podido entrar en vigor con el consentimiento de una mayoría, de la mitad e, incluso, de una minoría sin 
forzar por ello a los demás a aceptarlos o a abandonar el Sistema»: REMIRO BROTÓNS, A., «Las instituciones del 
sistema de integración centroamericana y su futuro», en CENTRE ESTUDIS INTERNACIONALS, Centroamérica: 
perspectivas de futuro, Barcelona, 2002, 77-181, pp. 106-110. Sin embargo, esa geometría variable o «Centroamérica 
a la carta», a nuestro juicio, no debe ser una situación permanente (como generalmente ocurre en el proceso de 
integración centroamericana) pues, como manifiesta ARACELI MANGAS MARTÍN, dicha técnica, «aunque rechazable 
en principio, es una medida aceptable de tolerancia, siempre que sea temporal ya que permite atraer hacia el seno 
mayoritario a los Estados poco propensos a una mayor integración»: MANGAS MARTÍN, «La Unión Europea», en A. 
MANGAS MARTÍN y D.J. LIÑÁN NOGUERAS, Instituciones y Derecho de la Unión Europea, 5.ᵃ ed., Madrid, 2005, Cap. 
2, 65-88, p. 79.  

Sin embargo, en la reciente edición de la obra citada, MANGAS MARTÍN, si bien ya no expresa textualmente 
su opinión antes citada, sí añade que la integración a la carta o de geometría variable o la integración de varias 
velocidades son fórmulas «para avanzar; se le despoja de la perspectiva negativa al enfatizar sobre los Estados 
miembros que desean integrarse más y que escogen aumentar sus compromisos para avanzar y no para desmarcarse 
de los objetivos con estatutos derogatorios»: MANGAS MARTÍN, «La Unión Europea», en A. MANGAS MARTÍN y D.J. 
LIÑÁN NOGUERAS, Instituciones y Derecho de la Unión Europea, 9.ᵃ ed., Madrid, 2016, Reimp. 2017, Cap. 2, 45-69, 
p. 63.   

 
La preocupación por esta situación permanente de geometría variable del proceso de integración 

centroamericana se refleja ya expresamente en la declaración de la XXIV Reunión Ordinaria de Jefes de Estado y de 
Gobierno de los Estados miembros del SICA (ciudad de Guatemala, 29 de junio de 2004) ya que se «destaca la 
necesidad de propiciar la participación universal y uniforme de todos los Estados del SICA en los tratados, órganos y 
organismos del Sistema», como un objetivo establecido en el documento titulado «Elementos para un Replanteamiento 
Integral de la Institucionalidad Centroamericana» presentado por la llamada «Comisión Ad Hoc para el 
Replanteamiento Integral de la Institucionalidad Centroamericana» creada por el Consejo de Ministros de Relaciones 
Exteriores para que elaborara las propuestas de reforma, recogidas en el citado documento, con arreglo a las 
instrucciones dadas en la Cumbre Extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de los países miembros del SICA 
(Ciudad de Guatemala, 26 de febrero de 2004). En ese documento se reconoce claramente que el proceso de 
integración centroamericana «se debilita cuando no todos los países participan en todos los acuerdos y en todas las 
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política, conformado por la propia estructura institucional y normativa de carácter central del 
Sica (Protocolo de Tegucigalpa), ciertos Estados miembros no participan en algunos órganos 
importantes. 
  

Por ejemplo, el Parlamento Centroamericano es reconocido por el Protocolo de 
Tegucigalpa39 (1991) como parte de la estructura institucional central del Sica, aunque su 
tratado constitutivo data de 1987 en el marco del período de finalización del proceso de 
pacificación para dar los primeros pasos en la reactivación del proceso de integración. Resulta 
que de los siete Estados miembros del Sica sólo cinco de ellos (y la República Dominicana 
como Estado Asociado) integran actualmente dicho parlamento, ya que Belice aún no se ha 
adherido y Costa Rica no ha querido ratificar el tratado constitutivo y sus protocolos de 
enmienda. 
  

En el caso de la Corte Centroamericana de Justicia, ésta es constituida por el Protocolo de 
Tegucigalpa40 también como parte de la estructura institucional central del Sica, pero su 
organización y funcionamiento se regula de conformidad a las disposiciones de su convenio 
de estatuto. De los siete Estados miembros del Sica únicamente El Salvador, Honduras41 y 
Nicaragua integran la Corte porque Costa Rica y Panamá todavía no han ratificado el citado 
convenio; Guatemala lo ratificó, pero aún no ha nombrado sus magistrados; y Belice aún no se 
ha adherido. 
 
 También dentro del subsistema político, Costa Rica y Panamá no participan formalmente 
en las estructuras del Modelo Centroamericano de Seguridad Democrática, ya que hasta la 
fecha no han ratificado el Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica (1995) 
que complementa las disposiciones del Protocolo de Tegucigalpa. Aunque si eventualmente 
llegan a ser Estados parte de dicho tratado lo harían manifestando un consentimiento con 
reservas expresas sobre ciertas disposiciones fundamentales del tratado42 debido a las 
particularidades de Costa Rica y Panamá en materia de seguridad y defensa en la subregión. 
Belice se adhirió al tratado el 24 de julio de 200343. 

 
instituciones que este ha creado. Dicho fenómeno instaura una permanente transitoriedad en el proceso [o mejor dicho, 
una situación permanente de geometría variable]». En fin, esta situación reinante en el SICA, desde el punto de vista 
institucional y jurídico, «genera sin duda un desorden que se vuelve imperativo corregir»: Vid. http://www.sica.int.     

39 Art. 12.  
40 Idem.  
41 Para remate, Honduras había decidido «suspender temporalmente» su participación en la Corte 

Centroamericana de Justicia, hasta que entrara en vigor el protocolo de reformas al convenio de estatuto de la Corte, 
firmado posteriormente en la ciudad de San Salvador el 15 de diciembre de 2004, según se deducía del Decreto 
Ejecutivo del Estado de Honduras N.º PCM-006-2004 de 7 de mayo de 2004, posición que fue objetada por el Estado 
de Nicaragua a través de la nota MIRE/DM-JI/919/07/04 de 22 de julio de 2004 del Ministro de Relaciones Exteriores 
de la República de Nicaragua dirigida al Secretario de Estado de Relaciones Exteriores de la República de Honduras. 
No obstante, Honduras suspendió la vigencia del citado decreto por medio del Acuerdo Ejecutivo N.º PCM-40-2006 
de 28 de octubre de 2006, y, por tanto, restableció su plena participación en la Corte. 

42 Vid. art. 75 del Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica. Es necesario precisar que este 
tratado tiene como objetivo principal establecer un marco institucional y jurídico dentro del subsistema político del 
SICA para llevar acabo un régimen de cooperación (y no estrictamente de integración) en los ámbitos de seguridad y 
defensa. 

43 Cf. el instrumento de adhesión de Belice en http://www.sica.int 
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Panamá se adhirió al subsistema económico del SICA hasta en el 2012, entrando en vigor 

el acuerdo en mayo de 2013, pero se estableció un mecanismo de transición ordenada para que 
Panamá sea parte de los diferentes tratados de dicho subsistema, sobre lo cual no se ha 
avanzado mucho hasta la fecha. Y su adhesión al subsistema fue una condición para poder ser 
parte del Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y la Unión Europea. 
 

Por otro lado, Belice no participa en el subsistema de integración económica porque aún 
no es Estados parte del Tratado General de Integración Económica Centroamericana (1960) y 
de su Protocolo de 29 de octubre de 1993 (Protocolo de Guatemala)44. 
  

El subsistema ambiental no tiene un tratado general que lo organice, estructure y regule de 
manera armónica o coherente, sino que existen múltiples convenios regionales sobre diferentes 
aspectos en materia ambiental ejecutados en el marco del Sica, creándose una serie de órganos 
e instituciones con competencias específicas. Pero se puede afirmar que el Convenio 
Constitutivo de la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (1989) es, desde el 
punto de vista de la práctica convencional, el tratado más importante que se ejecuta en el 
subsistema ambiental del Sica teniendo en cuenta la amplitud de los objetivos, políticas y 
acciones de la estructura institucional y normativa que establece. 
  

El 16 de julio de 1991 se firmó el Protocolo al Convenio Constitutivo de la Comisión 
Centroamericana de Ambiente y Desarrollo con el objetivo principal de realizar las enmiendas 
necesarias para permitir la adhesión de Belice y Panamá. De ahí que la comisión esté 
actualmente integrada por los siete Estados miembros del Sica45.  

 
 
 

 
44 Si Belice se integrara al subsistema económico del SICA, siendo al mismo tiempo Estado miembro de la 

CARICOM, se podría crear un «conflicto de intereses» si ambos sistemas de integración establecieran relaciones 
comerciales como bloques de Estados. Por el momento, la geometría variable que existe en el SICA permite que Belice 
sea Estado parte (aunque no participe con la misma intensidad) en ambas organizaciones.  

45 Vid. http://www.sica.int. 


